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I. NOVEDADES NORMATIVAS. 

Además de las novedades normativas sobre temas puntuales que señalamos a continuación (ordenadas por fecha de publicación), hay que reseñar que el Comité de las Regiones, órgano específico de participación de los entes locales en el proceso de construcción europea, ha adoptado nuevos Reglamentos interno y de procedimiento, que pueden consultarse en DO nº L 6, de 9 de enero de 2010 (vid. también CDR 271/2009). Efectivamente, la entrada en vigor del Tratado de Lisboa requiere que el CDR se adapte a las nuevas facultades, como la de interponer recursos ante el Tribunal de Justicia, y modifique su funcionamiento interno.

Por otra parte, los representantes regionales y locales de Europa reunidos en el Pleno constituyente del Comité de las Regiones eligieron a sus miembros para el mandado 2010-2015. Los 344 presidentes regionales, parlamentarios, alcaldes y consejeros provinciales de toda Europa se reunieron en Bruselas los días 9 y 10 de febrero para elegir a sus nuevos dirigentes así como debatir las prioridades políticas de los entes regionales y locales en Europa para los próximos cinco años y, en especial, el futuro de la política regional con Manuel Cháves González, Vicepresidente tercero del Gobierno español. Los nuevos miembros del CDR, a partir de su mandato electoral en su ciudad o región de origen y nombrados formalmente por el Consejo de Ministros de la Unión Europea, se dedicarán los próximos cinco años a modelar la acción de la Unión Europea de acuerdo con los intereses de los ciudadanos. La nueva Presidenta es Mercedes Bresso, de nacionalidad italiana y el Vicepresidente primero es Juan Luis Valcárcel Siso, Presidente de la Comunidad Autónoma de Murcia.

- Decisión del Consejo de 27 de noviembre de 2009 sobre el Año Europeo de las Actividades de Voluntariado que Fomenten una Ciudadanía Activa (2011) (DOUE nº L 17, de 22 de enero).
Se ha fijado el año 2011 como Año Europeo del voluntariado pues será el décimo aniversario del Año Internacional de los Voluntarios de las Naciones Unidas celebrado en 2001. Esta Decisión define las “actividades de voluntariado” como todos los tipos de actividad voluntaria, formal, no formal o informal, que una persona emprende por propia voluntad, opción y motivación, y sin fines de lucro. Las actividades de voluntariado no sustituyen el empleo profesional retribuido, sino que añaden un valor a la sociedad.
La presente Decisión establece una dotación financiera, durante el período del 1 de enero de 2011 al 31 de diciembre de 2011, de 8.000.000 de euros y distingue las medidas de alcance comunitario que se establecen en la parte A del anexo de esta Decisión, que serán objeto de un procedimiento de contratación pública o de la concesión de subvenciones con cargo al presupuesto general de las Comunidades Europeas y las medidas de alcance comunitario que se contemplan en la parte B del anexo, que podrán ser cofinanciadas con cargo al presupuesto general de las Comunidades Europeas.
El objetivo general del Año Europeo será fomentar y apoyar, especialmente mediante el intercambio de experiencia y buenas prácticas, los esfuerzos realizados por la Comunidad, los Estados miembros y las autoridades locales y regionales para crear las condiciones en la sociedad civil que favorezcan el voluntariado en la Unión Europea y mejorar la visibilidad de las actividades de voluntariado en la Unión Europea.

Se establece también un sistema de seguimiento similar al que se ha dado en otros casos, esto es, a más tardar el 31 de diciembre de 2012, la Comisión presentará un informe al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre la ejecución, los resultados y la evaluación general de las iniciativas previstas en la presente Decisión.

- Directiva 2009/147/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 30 de noviembre de 2009 relativa a la conservación de las aves silvestres (DOUE nº L 20, de 26 de enero)
La Directiva 79/409/CEE del Consejo, de 2 de abril de 1979, relativa a la conservación de las aves silvestres ya ha sido modificada en varias ocasiones y de forma sustancial, por lo que convenía, en aras de la claridad, proceder a la codificación de dicha norma. El resultado de tal codificación es esta norma, que se refiere a la conservación de todas las especies de aves que viven normalmente en estado salvaje en el territorio europeo de los Estados miembros en los que es aplicable el Tratado y tiene como objetivo la protección, la administración y la regulación de dichas especies y de su explotación. Se aplicará a las aves, así como a sus huevos, nidos y hábitats. 

La norma establece como obligación de los Estados miembros la adopción de las medidas necesarias para mantener o adaptar las poblaciones de todas las especies de aves contempladas en el artículo 1 en un nivel que corresponda en particular a las exigencias ecológicas, científicas y culturales, habida cuenta de las exigencias económicas y recreativas y, además, deberán tomar las medidas necesarias para establecer un régimen general de protección de todas las especies de aves contempladas en el artículo 1, que incluirá, en particular, la prohibición de matarlas o capturarlas de forma intencionada, sea cual fuera el método empleado; destruir o dañar de forma intencionada sus nidos y sus huevos y quitar sus nidos; retener aves de especies cuya caza y captura no estén permitidas, etc.

Para evitar que los intereses comerciales ejerzan una eventual presión nociva sobre los niveles de captura, se establece una prohibición general de comercialización y se limita toda excepción exclusivamente a las especies cuya situación biológica lo permita, habida cuenta de las condiciones específicas prevalecientes en las distintas regiones.

Además, para el caso de determinadas especies que suelen ser objeto de caza por su nivel de población, distribución geográfica y tasa de reproducción en el conjunto de la Comunidad (lo que constituye una explotación admisible, siempre que se establezcan y respeten determinados límites) dicha caza debe ser compatible con el mantenimiento de la población de estas especies en un nivel satisfactorio. Esta situación es susceptible de contemplar excepciones supervisadas por la Comisión.

La Comisión preparará y comunicará a los Estados miembros cada tres años un informe de síntesis basado en las informaciones suministradas por los Estados miembros sobre la aplicación de disposiciones nacionales adoptadas en virtud de la presente Directiva.

- Reglamento nº (CE) 66/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2009, relativo a la etiqueta ecológica de la Unión Europea (DOUE nº L 27, de 30 de enero)
El objetivo del Reglamento 1980/2000 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de julio de 2000, relativo a un sistema comunitario revisado de concesión de etiqueta ecológica consistía en establecer un sistema comunitario voluntario de concesión de etiqueta ecológica para promover productos con un impacto medioambiental reducido durante todo su ciclo de vida y proporcionar a los consumidores información exacta, no engañosa y con base científica sobre su impacto medioambiental. La experiencia adquirida durante la aplicación de este Reglamento ha puesto de manifiesto la necesidad de modificar dicho sistema de etiqueta ecológica para aumentar su eficacia y racionalizar su funcionamiento.

Por ello, el nuevo sistema de etiqueta ecológica de la Unión Europea forma parte de la política de producción y consumo sostenibles de la Comunidad, cuyo objetivo es reducir el impacto negativo de la producción y el consumo sobre el medio ambiente, la salud, el clima y los recursos naturales. El sistema pretende promover productos que tengan un nivel elevado de comportamiento ambiental mediante la utilización de la etiqueta ecológica de la Unión Europea. A tal fin, se fijan los criterios que deben cumplir los productos para llevar la etiqueta ecológica de la Unión Europea que implicarán el mejor comportamiento ambiental alcanzado por los productos en el mercado comunitario.

Esos criterios deben ser fáciles de entender y utilizar y deben basarse en pruebas científicas tomando en consideración los últimos avances tecnológicos y deben orientarse al mercado y limitarse a los impactos más importantes de los productos sobre el medio ambiente durante la totalidad de su ciclo de vida. A la hora de determinar dichos criterios, se tendrán en cuenta: los impactos ambientales más significativos, la sustitución de las sustancias peligrosas por otras más seguras o el uso de materiales o diseños alternativos,  los aspectos éticos y sociales, por ejemplo haciendo referencia a los convenios y acuerdos internacionales pertinentes en la materia, como son las normas y los códigos de conducta de la OIT, los criterios de otras etiquetas ecológicas, en especial las etiquetas medioambientales EN ISO 14024 tipo I reconocidas oficialmente, a nivel nacional o regional, cuando existan para esa categoría de productos, a fin de mejorar las sinergias, etc.

El Reglamento prevé que las ONG medioambientales y las organizaciones de consumidores desempeñen un papel importante y participen activamente en el desarrollo y establecimiento de criterios para las etiquetas ecológicas de la Unión Europea para que el público acepte el sistema de la etiqueta ecológica de la Unión Europea más fácilmente. Además, es también objetivo primordial del Reglamento la simplificación del sistema de etiqueta ecológica y la reducción de la carga administrativa relacionada con su utilización, los procedimientos de evaluación y verificación. Para ello, se prevé un mecanismo de intercambio de información y experiencias entre los organismos competentes de los Estados miembros en lo que se refiere al sistema de concesión, la vigilancia del mercado y el control de la utilización de la etiqueta ecológica. La Comisión creará un Comité de Etiquetado Ecológico de la Unión Europea (CEEUE) integrado por los representantes de los organismos competentes de todos los Estados miembros a que se refiere el artículo 4, y por otras partes interesadas.

Todo operador que desee utilizar la etiqueta ecológica de la UE presentará una solicitud ante los organismos competentes. Los Estados miembros establecerán las sanciones que deberán imponerse en caso de infracción de las disposiciones del presente Reglamento, que deberán ser, en todo caso, eficaces, proporcionadas y disuasorias

El Reglamento no se aplicará ni a los medicamentos para uso humano ni a los medicamentos veterinarios ni a ningún tipo de productos sanitarios.

La etiqueta ecológica tendrá la forma siguiente:

[image: image1.emf]
Etiqueta opcional con cuadro de texto (La posibilidad de utilización por el operador de este cuadro y el texto en él incluido se indicarán en los criterios de categoría de productos pertinentes):

[image: image2.emf]
El número de registro de la etiqueta ecológica de la Unión Europea también aparecerá en el producto. Adoptará la forma siguiente:

[image: image3.emf]
«xxxx» hace referencia al país de registro, «yyy» a la categoría de productos, y «zzzzz» al número asignado por el organismo competente.

La etiqueta, la etiqueta opcional con cuadro de texto y el número de registro se imprimirán bien en dos colores (Verde Pantone 347 para las hojas y tallo de la flor, el símbolo «€», la dirección web y el acrónimo EU, y Pantone 279 para todos losdemás elementos, texto y perímetro), bien en negro sobre blanco o en blanco sobre negro
- Reglamento nº (UE) 185/2010 de la Comisión, de 4 de marzo de 2010, por el que se establecen medidas detalladas para la aplicación de las normas básicas comunes de seguridad aérea (DOUE nº L 55, de 5 de marzo).
Esta norma recién adoptada se ha visto precedida por el Reglamento 300/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de marzo de 2008, sobre normas comunes para la seguridad de la aviación civil y por el que se deroga el Reglamento 2320/2002 sobre la misma materia. De conformidad con el artículo 4, apartado 3, del Reglamento 300/2008, la Comisión deberá adoptar medidas para la aplicación de las normas básicas comunes mencionadas en el artículo 4, apartado 1, junto con medidas generales complementarias de las normas básicas comunes a las que alude el artículo 4, apartado 2, de dicho Reglamento.

Así, el presente Reglamento viene a establecer las medidas detalladas para la aplicación de las normas básicas comunes de protección de la aviación civil contra actos de interferencia ilícita que comprometan la seguridad de la aviación, junto con medidas generales complementarias de las citadas normas básicas comunes. Por ello, este Reglamento contiene detalles sobre el control de accesos a los aeropuertos, las zonas restringidas de seguridad, los requisitos de las tarjetas de identificación de tripulantes comunitarios y del personal del aeropuerto, el control de las personas que no sean pasajeros y de los objetos transportados, seguridad en las aeronaves, etc. Hay que reseñar, como curiosidad, que no se menciona el uso del escáner para el control de pasajeros.

También se señala que los programas nacionales de seguridad para la aviación civil se remitirán a las disposiciones del presente Reglamento, que será aplicable a partir del 29 de abril de 2010.
II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Cuarta), de 23 de diciembre de 2009, as. C-376/08, Serrantoni Srl.

El Tribunal de Justicia se pronuncia respecta de una petición de decisión prejudicial del Tribunal Administrativo Regional de Lombardia (Italia) en el marco de un litigio nacional entre una sociedad de construcción (Serrantoni Srl) y el Ayuntamiento de Milán. El citado litigio principal tiene a su vez origen en la decisión del Ayuntamiento de excluir del procedimiento de adjudicación de un contrato de obra a la sociedad en virtud del artículo 36.5 del Decreto Legislativo nº 163/2006, por el que se establece el Código de contratos públicos de obras, de servicios y de suministros en aplicación de las Directivas 2004/17/CE y 2004/17/CE. Dicho artículo prohíbe la participación de los consorcios estables y de sus miembros en el mismo procedimiento de licitación, añadiendo la aplicación del artículo 353 del Código Penal en caso de incumplimiento, que prevé penas de reclusión de hasta cinco años y multa.

En su cuestión prejudicial el órgano jurisdiccional nacional plantea en primer lugar la compatibilidad de esa previsión con el artículo 4 de la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios. Y en segundo lugar pregunta acerca de la compatibilidad de dicha legislación nacional con los artículos 39, 43, 49 y 81 del Tratado CE. El Tribunal de Luxemburgo responde a la primera pregunta advirtiendo que el contrato al que se refiere el procedimiento de adjudicación es inferior al umbral fijado por el artículo 7.1.c) de la Directiva (5.278.000 € sin incluir el IVA), por lo que ésta no es aplicable. Pero añade a continuación que ello no supone que a dicho contrato no le sea aplicable el Derecho comunitario, debiendo respetarse las normas fundamentales del Tratado.

A este respecto precisa no obstante que la situación de exclusión a la que se refiere la normativa nacional controvertida no guarda relación ni son la libre circulación de los trabajadores (art. 39 Tratado CE), ni con los acuerdos entre empresas y las decisiones de asociaciones de empresas (art. 81 Tratado CE). Por lo que respecta a los principios de igualdad de trato y de transparencia comienza reconociendo el margen de apreciación que corresponde a los Estados miembros en cuanto a la adopción de medidas para su garantía. No en vano afirma que los Estados son los que mejor pueden determinar, a la luz de consideraciones históricas, jurídicas, económicas o sociales que les son propias, las situaciones propicias para el menoscabo de esos principios. Sin embargo, ese margen de libertad de los Estados encuentra el límite del principio de proporcionalidad y a este respecto advierte el Tribunal que la normativa nacional controvertida prevé la exclusión automática de la licitación pública, independientemente de si el consorcio participa o no en la licitación por cuenta y en interés de las empresas que han presentado una oferta, exclusivamente para los consorcios estables y las empresas que los forman, pero no para otras formas de consorcios previstos por la legislación italiana (consorcios de cooperativas de producción y de empresas artesanales). En estos casos la exclusión se limita al caso de ofertas competidoras presentadas por el consorcio y por aquellas empresas que lo integran y por cuenta de las cuales el consorcio ha presentado la oferta. Por esa razón, y teniendo en cuenta que las distintas formas de consorcios no presentan diferencias en cuanto a su finalidad u organización que justifiquen la desigualdad de trato, el Tribunal considera que la normativa nacional constituye un tratamiento discriminatorio en perjuicio de la forma de consorcio estable, y es por tanto contraria al principio de igualdad de trato.

El Tribunal añade que, incluso aunque la exclusión se aplicase a todas las formas de consorcio o existiesen razones que justificasen el diferente trato de los consorcios estables respecto de las demás formas, la citada exclusión es incompatible con el principio de proporcionalidad. Basa esa conclusión en que dicha exclusión conlleva una presunción irrefutable de interferencia recíproca en el caso de que un consorcio y una o varias de las empresas que lo integran hayan presentado ofertas competidoras a un mismo procedimiento de licitación, aún cuando el consorcio no haya intervenido en el procedimiento por cuenta y en interés de dichas empresas. El Tribunal subraya el hecho de que no se dé ni al consorcio ni a las empresas afectadas la posibilidad de probar que sus ofertas han sido elaboradas de forma totalmente independiente y no existe riesgo de influir en la competencia entre los licitadores.

Por otra parte se afirma que la exclusión automática es contraria al interés comunitario de garantizar la participación más amplia posible de licitadores y va más allá de lo necesario para garantizar la aplicación de los principios desigualdad de trato y de transparencia. A continuación el Tribunal recuerda que los artículos 43 y 49 del Tratado CE se oponen a cualquier medida nacional que, aunque sea aplicable sin discriminación por razón de la nacionalidad, pueda prohibir, obstaculizar o hacer menos atractivo el ejercicio por los nacionales comunitarios de la libertad de establecimiento y prestación de servicios. En ese sentido señala que la norma nacional controvertida puede tener un efecto disuasorio en los operadores económicos establecidos en otros Estados miembros que deseen establecerse en Italia sirviéndose de la forma jurídica del consorcio estable, efecto que resulta agravado por el hecho de que se prevean sanciones penales en caso del incumplimiento de los señalado en dicha norma nacional. Esa restricción únicamente podría justificarse si persiguiese un objetivo legítimo de interés general y garantizase la realización de éste sin ir más allá de lo necesario para alcanzarlo. El Tribunal concluye que, aunque reconoce el carácter legítimo del objetivo de la norma nacional controvertida, como es el luchar contra las potenciales colusiones entre el consorcio y las empresas que lo integran, la restricción controvertida no se justifica. Por todo ello concluye que la exclusión contemplada en la norma nacional resulta contraria al Derecho comunitario.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda), de 14 de enero de 2010, as. C-226/08, Stadt Papenburg.

El Tribunal responde a la petición de decisión prejudicial planteada por el Verwaltungsgericht Oldenburg (Alemania) acerca de la interpretación de los artículos 2.3, 4.2 y 6.3 y 4 de la Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, en su versión modificada por la Directiva 2006/105/CE del Consejo, de 20 de noviembre de 2006. La cuestión se enmarca en el litigio que ante el órgano jurisdiccional nacional se plantea entre el municipio de Papenburg y la República Federal de Alemania en relación con la conformidad que el Estado quiere dar a la lista de lugares de importancia comunitaria redactada por la Comisión y que incluye un lugar situado dentro de los límites del citado municipio. A este respecto el tribunal alemán señala que el artículo 28.2 de la Ley Fundamental alemana garantiza a los municipios el derecho a regular bajo su propia responsabilidad, dentro del marco de las leyes, todos los asuntos de la comunidad local. Esa previsión es interpretada por el tribunal nacional como la concesión a los municipios de un derecho a que se tengan en cuenta sus intereses cuando aquellas medidas cuyo alcance supere los límites de la demarcación municipal puedan ejercer una influencia duradera sobre su desarrollo o perturben durante mucho tiempo planes suficientemente concretos y serios.

El municipio de Papenburg es una ciudad portuaria de la Baja Sajonia, en la que existe un astillero, y para hacer posible que los buques de cierto calado (7,30 metros) naveguen entre dicho astillero y el mar es necesario que el río Ems sea sometido a constantes dragados. En ese sentido la Comisión, previa propuesta de Alemania, incluyó varios tramos del citado río, situados fuera de los límites de la demarcación de Stadt Papenburg, como posibles lugares de interés comunitario en el sentido de la Directiva sobre los hábitats. El municipio afirma que su desarrollo económico depende en buena medida de la posibilidad de que los buques de gran calado puedan seguir navegando por el río Elms, para lo que es necesario que se sigan llevando a cabo dragados del mismo. En ese sentido teme que la inclusión de los tramos señalados como lugares de interés comunitario obliguen a que dichos dragados deban someterse en el futuro en cada caso concreto a la obligación establecida en el artículo 6.3 y 4 de la Directiva.

En ese contexto el tribunal nacional plantea al Tribunal de Luxemburgo si el artículo 4.2.2 de la Directiva permite a un Estado miembro denegar su consentimiento al proyecto de lista de lugares de importancia comunitaria elaborado por la Comisión respecto a una o varias zonas por motivos distintos a los de protección de la naturaleza. A esa pregunta se conectan otras, que dependen de la respuesta afirmativa a aquella, y entre las que se encuentra la relativa a si los intereses de los municipios relacionados con el desarrollo de su propio territorio forman parte de esos otros motivos. Más allá de la respuesta que se dé a la primera cuestión el tribunal alemán plantea si una vez incluida la zona en la lista de lugares de importancia comunitaria, aquellos trabajos permanentes de mantenimiento del cauce navegable de los estuarios que, de acuerdo con el Derecho nacional, ya habían sido definitivamente autorizados ante de finalizar el plazo de adaptación del Derecho interno a la Directiva, deben someterse a la evaluación de sus repercusiones conforme al artículo 6.3 y 4 de la misma.

El Tribunal de Justicia responde a la primera cuestión en sentido negativo, considerando que los criterios de selección de los lugares que pueden identificarse como de importancia comunitaria han sido definidos en función del objetivo de conservación de los hábitats naturales o de la fauna y la flora silvestres, sin que se deduzca de lo recogido en el artículo 4.2.1 de la Directiva que deban tenerse en cuenta exigencias distintas para ello. En caso contrario, añade el Tribunal, se pondría en peligro la consecución de los objetivos marcados por la Directiva. Afirma de forma específica que ese sería el resultado en caso de que los Estados miembros pudieran denegar su conformidad por razones económicas, sociales y culturales, así como particularidades regionales y locales.

En cuanto a la segunda pregunta el Tribunal comienza por afirmar que las obras de dragado pueden considerarse comprendidas en el concepto de proyecto a efectos del artículo 6.3 de la Directiva. Además, el que dicha actividad haya sido definitivamente autorizada en virtud del Derecho nacional antes de haber expirado el plazo para la adaptación del Derecho interno a la Directiva no constituye, en sí mismo, un obstáculo para que pueda considerarse que cada intervención en el canal navegable constituye un proyecto distinto a los efectos de la Directiva. En caso contrario, la exclusión permanente y a priori de las obras de dragado de cualquier evaluación sobre las repercusiones sobre los citados lugares impediría el logro en sentido pleno del objetivo de la Directiva. Por todo ello concluye que el artículo 6.3 y 4 de la misma debe interpretarse en el sentido de que las citadas obras de dragado deberán someterse a una evaluación de sus repercusiones sobre el citado lugar, en la medida en que constituyan un proyecto y puedan afectar al mismo de una forma significativa.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Quinta), de 21 de enero de 2010, as. C-470/08, van Dijk.

El Tribunal responde a la solicitud de decisión prejudicial que le dirige el Gerechtshof te Arnhem (Países Bajos) relativa a la interpretación del Reglamento (CE) nº 1782/2003 del Consejo, de 29 de septiembre de 2003, relativo a los regímenes de ayuda directa en el marco de la política agrícola común. En concreto la cuestión que se plantea al Tribunal comunitario es que dilucide si el Derecho comunitario obliga al arrendatario de parcelas agrícolas a devolver al término del contrato de arrendamiento, junto con las tierras arrendadas, los derechos de ayuda generados en virtud de dichas tierras o relacionados con ellas, o bien a pagarle una indemnización. El Tribunal comienza advirtiendo que los Reglamentos comunitarios aplicables no prevén esa obligación del arrendatario. Al contrario, señala que tanto de los objetivos como de la sistemática del Reglamento nº 1782/2003 se desprende que, salvo estipulación en contrario, los derechos de ayuda los adquiere definitivamente el arrendatario al término del contrato de arrendamiento.

En ese sentido señala que, a tenor del artículo 1.2 del citado Reglamento, el régimen de pago único constituye una ayuda a la renta de los agricultores cuyo objetivo es garantizar un nivel de vida equitativo a la población agraria. A eso se añade que, a los efectos de la concesión de la ayuda, el número de derechos de ayuda de que disfrute un agricultor corresponde a un número equivalente de hectáreas admisibles y no a parcelas concretas. Además, el artículo 44.4 del Reglamento prevé de forma expresa la posibilidad de que los Estados miembros autoricen, en determinadas circunstancias, a  los agricultores a modificar su declaración relativa a las parcelas correspondientes a la hectárea admisible unida a cada derecho de ayuda. Por otra parte se prevé la posibilidad de transferir los derechos de ayuda, así como que la cesión de los mismos sólo podrá producirse en caso de cesión definitiva. Por el contrario, se afirma que en caso de arrendamiento u otros tipos de transacciones similares, la cesión de los derechos de ayuda sólo estará permitida si se acompaña de la cesión de un número equivalente de hectáreas admisibles.

A todo ello añade el Tribunal que el arrendador no es necesariamente un agricultor en el sentido del artículo 2.a) del Reglamento, por lo que si hubiera querido el legislador comunitario que los derechos de ayuda revirtieran al arrendador en todos los supuestos al término del contrato de arrendamiento, habría previsto una disposición en este sentido. Por último afirma que teniendo en cuenta que esos derechos de ayuda le fueron atribuidos al agricultor de conformidad con el Reglamento nº 1782/2003, no puede decirse que el principio del enriquecimiento sin cause obligue al agricultor a la restitución. Por todo ello concluye que el Derecho comunitario no obliga al arrendatario a entregar al arrendador al término del contrato de arrendamiento, junto con las tierras arrendadas, los derechos de ayuda generados en virtud de dichas tierras o relacionados con ellas, ni tampoco a pagarle una indemnización.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda), de 25 de febrero de 2010, as. C-172/08, Pontina Ambiente Srl.

El Tribunal de Justicia responde a una petición de decisión prejudicial planteada por la Comisión Tributaria Provincial de Roma acerca de la compatibilidad del impuesto especial sobre el depósito de residuos sólidos en vertederos, creado mediante la Ley nº 549, de 28 de diciembre de 1985, con el Derecho comunitario. La citada solicitud se enmarca en el litigio que se desarrolla ante el tribunal italiano y que enfrenta a Pontina Ambiente Srl, una sociedad dedicada a la recogida y eliminación de residuos y la región del Lacio. Así, la Ley nº 549 por la que se crea el impuesto establece como sujeto pasivo del mismo a la entidad explotadora de la empresa de almacenamiento definitivo, que deberá repercutir posteriormente el impuesto sobre la colectividad que deposita los residuos. A eso se añade que en caso de impago  o pago tardío del impuesto se podrá imponer una sanción pecuniaria de hasta el 400% del importe del impuesto relativo a la operación efectuada.

La sociedad pagó con retraso el impuesto correspondiente a dos trimestres de 2004 por lo que la región del Lacio le impuso las sanciones contempladas en la Ley. Como consecuencia de ello la sociedad impregnó ante los tribunales nacionales las disposiciones de la citada Ley que designan como sujeto pasivo del impuesto a la entidad explotadora del vertedero, así como las sanciones que se le habían impuesto por demora al considerar que los responsables de la misma eran los municipios. En ese sentido la sociedad denunciaba que el pago del impuesto por la entidad explotadora no estaba supeditado al pago por parte de los municipios de la prestación de servicios efectuada y que no se establece ninguna sanción contra dichos municipios.

El Tribunal de Justicia solventa algunos problemas formales en cuanto al planteamiento de la cuestión por el tribunal italiano, especialmente el relativo a que se le pide que se pronuncie sobre la compatibilidad del Derecho interno con el comunitario. Así reformula la pregunta en el sentido de pronunciarse acerca de la conformidad de una normativa nacional como la del caso con al artículo 10 de la Directiva 1999/31/CE del Consejo, de 26 de abril de 1999, relativa al vertido de residuos, modificada por el Reglamento (CE) nº 1882/2003 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de septiembre de 2003. A este respecto al Tribunal apunta que el citado artículo no se opone a la introducción por un Estado de un impuesto de esa naturaleza que deba pagar la entidad explotadora de un vertedero ni a que se impongan sanciones que penalicen a esa entidad en caso de retraso. No obstante, señala que el citado artículo 10 obliga a los Estados miembros a adoptar medidas que garanticen que el precio exigido por la eliminación de los residuos mediante depósito se fije de modo que cubra el conjunto de costes vinculados con la creación y la explotación del vertedero.

De hecho, el Tribunal considera que esa exigencia deriva del principio quien contamina paga, de manera que el coste de la eliminación de los residuos deberá recaer sobre sus poseedores. Es decir que, con independencia de cuál sea la normativa nacional que regule los vertederos, deberá garantizarse que el conjunto de costes de explotación de los mismos sea soportado de manera efectiva por los poseedores que depositan los residuos para su eliminación. Por todo ello el Tribunal considera que la introducción de un impuesto como el que se plantea en este caso está supeditada a que el mismo vaya acompañado de medidas que aseguren que el reembolso del mismo se lleve a cabo de forma efectiva en breve plazo, para que no recaigan sobre la entidad explotadora cargas de explotación excesivas resultantes de la demora en el pago por las colectividades. Asimismo se apunta que los costes relacionados con el cobro de las cantidades adeudadas por el poseedor a la entidad explotadora y, en concreto, los resultantes de la demora en el pago, incluidos los costes soportados para evitar una sanción pecuniaria, deben repercutirse en el precio para cumplir con los requisitos del artículo 10 de la Directiva. E igualmente ese razonamiento se extiende a las sanciones pecuniarias impuestas a la entidad explotadora por la demora en el pago del impuesto cuando la misma se deba a la demora del poseedor de los residuos en el pago de las cantidades adeudadas en concepto de dicho impuesto.

Por otra parte el Tribunal señala que la relación que se establece entre la entidad explotadora del vertedero y la colectividad que deposita los residuos en el mismo constituye una operación comercial en el sentido del artículo 2.1 de la Directiva 2000/35 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de junio de 2000, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. Por lo que los pagos efectuados en contraprestación de ese servicio entran en el ámbito de aplicación de la mencionada Directiva. Ello obliga a los Estados miembros a velar por que se puedan exigir intereses en caso de demora en el pago de las cantidades debidas por el este concepto por la colectividad local que deposita residuos a la entidad explotadora de un vertedero, que comprenderán en si caso, el importe del impuesto satisfecho por dicha entidad explotadora y que deberá reembolsar la colectividad local que deposita los residuos.

III. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

1. COMITÉ DE LAS REGIONES

En el único Pleno habido desde el último informe presentado en materia de Derecho comunitario (9 y 10 de febrero de 2010) el Comité de las Regiones ha adoptado entre otros, los siguientes dictámenes:
- “Medidas concertadas y sostenibles para responder a los retos del sector automovilístico europeo y reforzar su implantación territorial” CDR 211/2009 rev. 2 – ECOS-IV-036.

El CDR señala que la industria del automóvil atraviesa una grave crisis que corre el riesgo de acelerarse en los próximos meses y que tendrá repercusiones en el conjunto de la economía europea, por lo que reclama un « New Deal » para el sector europeo del automóvil en su conjunto.
Por otra parte, en el Dictamen, el CDR pide a la Comisión Europea que elabore una política industrial a largo plazo para el sector del automóvil, que articule las iniciativas existentes, integre la dimensión regional y contribuya a los objetivos europeos de competitividad, cohesión territorial, desarrollo sostenible y lucha contra el cambio climático.
Destaca que las empresas y los trabajadores del sector del automóvil afrontan necesidades crecientes en materia de formación, reconversión interna y externa e innovación social y que el sector del automóvil encara nuevos retos tecnológicos.

Finalmente, en el aspecto concreto de la participación de los entes locales en las políticas relacionadas con este sector, expresa su deseo de que se mantenga el Grupo de alto nivel CARS 21 y que pueda trabajar a partir de los primeros meses del año 2010; en este ámbito, es necesario que estén representadas las entidades territoriales interesadas y que puedan oírse todas las opiniones.
- “Contribución al desarrollo sostenible: el papel del comercio justo y de los sistemas no gubernamentales de garantía de la sostenibilidad comercial. (Comunicación de la Comisión al Consejo al Parlamento Europeo, y al Comité Económico y Social Europeo. COM(2009) 215 final)” CDR 214/2009 rev. 1 - RELEX-IV-026.

El CDR observa que, en los últimos años, el mercado de los productos certificados de comercio justo se ha desarrollado muy rápidamente. Actualmente, los consumidores de la UE compran cada año productos que tienen el certificado de Comercio Justo por un valor aproximado de 1.500 millones de euros. Una de las características peculiares del comercio justo y de otros sistemas privados de garantía de la sostenibilidad es que se trata de un mecanismo fundamentalmente voluntario y dinámico que evoluciona a la vez que lo hacen la concienciación y las demandas sociales y de los consumidores. Por ello,  y teniendo en cuenta que los entes locales y regionales asumen una gran parte de los gastos relativos a la contratación pública, conviene asociarlos en toda Europa al fomento de las medidas en favor del desarrollo sostenible y del comercio justo.

Observa, por otra parte, que los poderes públicos gastan el equivalente del 16 % del PIB de la UE y, por lo tanto, constituyen un mercado estratégico fundamental. La posibilidad de tener en cuenta el desarrollo sostenible y el comercio justo en las licitaciones permite a los entes locales y regionales contribuir de manera determinante no solo a la rentabilidad y eficacia a medio y largo plazo de sus servicios, sino también a la justicia social y al desarrollo sostenible.

Finalmente, propone actuar como difusor de la Guía Verde de la contratación recurriendo a su red de contactos y cooperando con la Comisión con vistas a intercambiar información con los entes locales y regionales. Los entes territoriales (especialmente, los que están sujetos a exigencias equiparables) podrían crear sus propias redes para difundir los métodos ya contrastados relativos a los productos de comercio justo.

- “Una estrategia europea renovada para “Invertir en la juventud”. (Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones. COM(2009) 200 final)” CDR 97/2009 rev. 2 – EDUC-IV-038).

El CDR acoge favorablemente la Comunicación de la Comisión Europea sobre un método abierto de coordinación renovado para abordar los desafíos y las oportunidades de los jóvenes, así como el planteamiento de la Comunicación consistente en empoderar a la juventud e invertir en ella. Pide que se tengan en cuenta la opinión y las aportaciones de los entes locales y regionales en el desarrollo de las políticas dirigidas a la juventud, al tener éstos, en la mayoría de los Estados, las competencias en estas materias y, teniendo en mente el principio de subsidiariedad, cree que la Comisión Europea debe centrarse en inspirar, estimular y apoyar las iniciativas nuevas y actuales en el ámbito de la política de la juventud, en estrecha colaboración con los entes locales y regionales;

Además, destaca que el recurso al método abierto de coordinación no debe provocar un traspaso de competencias de los niveles inferiores de la administración en favor de los Estados; y hace hincapié en el Libro Blanco sobre la gobernanza multinivel publicado previamente por el CDR y del que ya dimos cuenta en el informe anterior. 

- “Internet de los objetos y Reutilización de la información del sector público. (Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones. COM(2009) 278 final. COM(2009) 212 final)” CDR 247/2009 rev. 1 – EDUC-IV-044.

En este Dictamen, el CDR acoge con agrado la iniciativa de la Comisión de revisar la aplicación de la Directiva relativa a la información del sector público (ISP) y promover el plan de acción sobre la Internet de los objetos (IO), ya que tienen potencial para convertirse en valiosos activos para los ciudadanos, las empresas y las administraciones y podrían contribuir a crear empleos y a mejorar la calidad de los servicios públicos. Concretamente, aboga por fomentar el desarrollo de laboratorios en Europa con financiación de universidades y empresas privadas, a fin de amplificar el impacto de las actividades de investigación en TI en Europa.

Finalmente, propone que se preste especial atención al futuro de Internet, que podría convertirse en una mezcla de la Internet de los objetos y de contenidos y servicios de alta calidad con la tecnología de la Web 2.0 como plataforma. Su nueva forma redefinirá el lugar y el papel de las omnipresentes redes en la vida de los ciudadanos y el crecimiento económico, que puede dar lugar a grandes cambios sociales.

2. PROYECTOS EUROPEOS.

En este periodo se encuentran abiertas varias líneas de cooperación con terceros países en el marco de la Unión Europea. Estas líneas suelen ejecutarse en diferentes países así que lo vamos a hacer es agrupar sus contenidos generales y luego señalar los países para los que está abiertos estas convocatorias y los plazos.

- Programa Agentes No Estatales y Autoridades Locales en desarrollo.

Su principal objetivo es facilitar la implicación de estos tipos de organismos en el proceso de desarrollo político y la participación en el desarrollo de servicios básicos en el marco de las políticas de cooperación al desarrollo.

En concreto, las prioridades para el periodo 2007-2010 son las siguientes:

· Prioridad 1: apoyo a acciones que tienen como objetivo la creación de una sociedad democrática cohesionada y autónoma a través de la potenciación de actores no gubernamentales y el desarrollo de las autoridades locales, favoreciendo el acceso a servicios básicos de toda la población y favoreciendo el diálogo entre los actores locales y los no gubernamentales.

· Prioridad 2: Financiar acciones que favorezcan la sensibilización y formación en Europa de modo que sea más fácil comprender los aspectos relacionados con el desarrollo u  y la educación con el fin de establecer una mejor entendimiento para el desarrollo de acciones efectivas contra la pobreza.

· Prioridad 3: facilitar la comunicación y coordinación entre la sociedad civil y las redes de autoridades locales de modo que se impliquen en un debate público sobre la cooperación al desarrollo. 

El programa apoyará sobre todo las acciones que se desarrollen en zonas geográficas sin acceso a otro tipo de financiación, con desarrollo político débil, con estados frágiles, zonas post-conflicto, inestabilidad política…

El programa cuenta con un presupuesto de 903 millones de Euros para el periodo que se distribuyen de la siguiente forma: 

· Prioridad 1: 741 millones de Euros (82% del total)

· Prioridad 3: 126 millones (14% del total)

· Prioridad 3: 18 millones (2% del total)

En el marco de las acciones en países socios, se han abierto las siguientes convocatorias dentro del programa 

- Paraguay: EuropeAid/129759/L/ACT/PY 

- Guatemala: EuropeAid/129698/L/ACT/GT 

- Guinea-Bissau: EuropeAid/129715/L/ACT/GW

- Sri Lanka: EuropeAid/129742/L/ACT/LK

- Kenia: EuropeAid/129756/L/ACT/KE

- Yemen: EuropeAid/129781/L/ACT/YE

- República Centroafricana: EuropeAid/129612/L/ACT/CF

- Guinea: EuropeAid/129795/L/ACT/GN

- Tayikistán: EuropeAid/129796/L/ACT/TJ

- Programa Instrumento Europeo para la Democracia y los Derechos Humanos (IEDDH).
Dotado con 1.104 millones de Euros para el periodo 2007-2013, la ayuda facilitada en el marco de este instrumento tiene los siguientes objetivos:
· reforzar el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales, consolidar y promover la democracia y las reformas democráticas en terceros países, apoyar a los defensores de los derechos humanos y a las víctimas de la represión y de abusos, y reforzar a las organizaciones sociales que trabajan en la promoción de los derechos humanos y de la democracia;
· apoyar y reforzar el marco internacional y regional que trabaja en este ámbito;
· promover la confianza en los procesos electorales, reforzando su fiabilidad, especialmente mediante misiones de supervisión de elecciones y de apoyo a las organizaciones sociales locales implicadas en estos procesos.
Quiénes pueden participar?

Depende de cada convocatoria en concreto pero de manera general podemos decir que pueden acceder a estos fondos:

· Organizaciones de la sociedad civil

· Organizaciones sin ánimo de lucro tanto del sector público como privado

· Instituciones nacionales e internacionales

· Instituciones parlamentarias…

Convocatorias abiertas:

- Yemen: EuropeAid/129462/L/ACT/YE – Fecha límite: 20/03/2010  

- Bolivia: EuropeAid/129479/L/ACT/BO – Fecha límite: 25/03/2010 

- Indonesia: EuropeAid/129423/L/ACT/ID - Fecha límite: 29/03/2010 

- Rusia: EuropeAid/129536/L/ACT/RU– Fecha límite: 5/04/2010 

- nIsrael: EuropeAid/129576/L/ACT/IL -  Fecha límite: 14/04/2010 

- Venezuela: EuropeAid/129659/L/ACT/VE– Fecha límite: 20/04/2010 

- Zambia: EuropeAid/129652/L/ACT/ZM – Fecha límite: 23/04/2010 

- Guyana: EuropeAid/129721/L/ACT/GY – Fecha límite: 27/04/2010 

- Ecuador: EuropeAid/129322/L/ACT/EC – Fecha límite: 30/04/2010 

- Somalia: EuropeAid/129651/L/ACT/SO -  Fecha límite: 6/05/2010 

- Todos los países: EuropeAid/126352/C/ACT/Multi 

- Convocatoria de propuestas 2010. Ejercicios, Mecanismo de Protección Civil de la Unión Europea (DOUE nº C 60, 11 de marzo de 2010)

Adoptado mediante la Decisión del Consejo nº 2007/162/CE, Euratom, de 5 de Marzo de 2007, se trata de un instrumento financiero que pretende colaborar con los Estados miembros en el desarrollo de sus esfuerzos por la protección, primero de las vidas humanas pero también del medio ambiente y las propiedades, incluyendo el patrimonio cultural , en el caso de desastres naturales o causados por el hombre, actos terroristas y tecnológicos, accidentes medioambientales y radiológicos. Y, sobre todo, como el en caso de todos los instrumentos europeos, lo que trata es de favorecer la cooperación entre los Estados Miembros.

Este instrumento cubre tres áreas principales:

· Prevención

· Preparación

· Respuesta

Para este periodo de financiación cuenta con casi 190 millones de Euros y de ellos las indicaciones de gasto anual está rondando los 20 millones para las acciones en la Unión Europea y unos 8 millones para acciones en terceros países.

La convocatoria para acciones de Prevención y preparación está abiertas hasta el 31 de marzo y está previsto que cuenten con un total de 1.700.000 euros. Los proyectos estarán financiados a un 75% siendo al contribución máxima que recibirán de la Comisión de 500.000 euros.

IV. PRESIDENCIA ESPAÑOLA

A continuación se hace referencia a las acciones que España, en el marco de su Presidencia ha impulsado para que la Unión Europea actúe sobre ellas. Debe advertirse que muchas de las áreas de acción que el gobierno desarrolla en España no pueden ser ejecutadas directamente por la Unión Europea sino que en las mismas la competencia sigue siendo de los Estados miembros, y por lo tanto en esas áreas, las acciones de la Unión Europea no pueden ir más allá de impulsos y recomendaciones. Recordemos las tres áreas principales de acción que el Gobierno de España marcó en su Presidencia del Consejo:

1. plena aplicación del Tratado de Lisboa, 

2. afianzar la recuperación económica y la aprobación de la Estrategia Europea de crecimiento sostenible en el horizonte 2020, 
3. reforzar la presencia e influencia de la Unión Europea en la escena internacional, 
4. situar a los ciudadanos europeos en el centro de las políticas de la Unión Europea

Y estas son las acciones que se han ido desarrollando:

Salida de la crisis y estrategia de crecimiento

- Mantenimiento de las medidas de apoyo al sector financiero y de estímulo a la demanda con vistas a una retirada progresiva y coordinada en el horizonte del 2013.

- Compromiso político con la zona euro manifestado por el Consejo Europeo el 11 de febrero en referencia a la situación en Grecia. 

- Lanzamiento de la Estrategia 2020 para el crecimiento y el empleo. La propuesta presentada por la Comisión Europea el 3 de marzo coincide con los objetivos de la Presidencia española.

- Respaldo del Consejo de Competitividad del 1 y 2 de marzo a dos prioridades de la Presidencia -el vehículo eléctrico y la reducción de cargas administrativas de las empresas, en particular las Pymes, sobre las que la Comisión ha sido invitada a presentar propuestas.

Una Europa para los ciudadanos

- Declaración conjunta UE-EEUU sobre seguridad aérea y lucha contra el terrorismo adoptada en Toledo el 21 de febrero.

- Estrategia de Seguridad Interior de la UE adoptada en el Consejo de Justicia y Asuntos de Interior del 25 de febrero. 

- Proyecto para la creación de una Fiscalía europea presentado el 3 de marzo y sobre el que se celebrará un primer debate en el Consejo de Justicia y Asuntos de Interior del 22 y 23 de abril.

- Aprobación del Consejo de Empleo, Política Social y Consumidores del 8 y 9 de marzo de las propuestas de la Presidencia para la puesta en marcha de un Observatorio Europeo sobre Violencia de Género y de una Orden europea de protección de las víctimas.

- Lanzamiento del debate sobre la iniciativa legislativa popular en la reunión informal de ministros para Europa celebrado el 12 y 13 de enero en La Granja (Segovia), sobre la que la Comisión presentará una propuesta el 31 de marzo.

Política Exterior y de Seguridad

- Ampliación de la operación Atalanta en Somalia, acordada en la reunión informal de ministros de Defensa celebrada en Palma de Mallorca el 24 y 25 de febrero. 

- Puesta en marcha del Secretariado General de la Unión por el Mediterráneo el 4 de marzo en Barcelona. 

- Conclusión de las negociaciones con Perú y Colombia para un acuerdo comercial, que posibilita que la firma pueda tener lugar en la cumbre Unión Europea-América Latina y Caribe en mayo en Madrid.

- Apertura de dos nuevos capítulos –Pesca y Medio ambiente- en las negociaciones de adhesión con Croacia, que podrían concluir en 2010. 

- Dictamen favorable de la Comisión Europea a la solicitud de adhesión de Islandia, lo que permite que el asunto pase al Consejo. 

- Respuesta humanitaria coordinada a los terremotos en Haití y Chile y toma de posición inicial a favor de la creación de una fuerza de intervención rápida

- Reuniones y actos de la Presidencia española que se han desarrollado en Aragón 

1. Reunión informal de puntos de contacto cultural (2 y 3 de febrero). 

Los puntos de contacto cultural son los que ayudan con el Programa Cultura 2000 cuya convocatoria ya hemos comentado en informes anteriores, y en esta reunión se trataron experiencias desarrolladas en Aragón.

La reunión pretendía reflexionar sobre la participación en el Programa cultura 200 y las contribuciones que se derivan de esta participación, teniendo en cuenta por un lado el año europeo contra la pobreza y la exclusión social y por otro los casos de estudio. En estos casos de estudio, participaron La Fundación Cultural europea, diferentes operadores culturales, otros centros de información de otros países europeos. Presentando algunos ejemplos en Aragón participó la Federación Aragonesa de Municipios Comarcas y Provincias.

2. Reunión informal de ministros y altos representantes en política regional de la Unión Europea (18 y 19 de febrero).

La Política Regional es un instrumento de solidaridad financiera y una poderosa herramienta de cohesión e integración económica. La solidaridad significa aportar beneficios concretos a los ciudadanos y regiones menos favorecidos. La cohesión subraya el principio de que reducir las diferencias de renta y riqueza entre nuestras regiones nos beneficia a todos.

Hay grandes diferencias de riqueza tanto entre los Estados miembros como dentro de cada uno de ellos. Las regiones más prósperas en PIB per cápita son todas urbanas (como Londres, Hamburgo o Bruselas). El país más rico (Luxemburgo) lo es siete veces más que Rumania y Bulgaria, los países miembros de la UE menos favorecidos e incorporados en fecha más reciente.

Los efectos dinámicos de la adhesión a la Unión Europea, combinados con una Política Regional enérgica y con objetivos precisos, pueden dar resultados. El caso de Irlanda es especialmente alentador. Su PIB, que era el 64% de la media de la Unión Europea en el momento de su adhesión en 1973, es actualmente uno de los más elevados. Una de las prioridades de la Política Regional es que el nivel de vida de los Estados miembros incorporados desde 2004 alcance cuanto antes la media de la Unión Europea. La Política de Cohesión y su futuro centran el debate de los representantes de los veintisiete países miembros de la en esta reunión, convocada por el secretario de Estado español de Hacienda y Presupuestos, Carlos Ocaña, y en la que participa el nuevo comisario europeo en esta materia, Johannes Hahn. 

En esta reunión informal abordan la estrategia, las prioridades y los objetivos de la futura Política de Cohesión de la Unión Europea en el marco de la Estrategia 2020, que pretende sustituir a la que ahora conocemos como Estrategia de Lisboa.

Los temas tratados en esta reunión fueron los siguientes:

1. El futuro de la política de cohesión: eficiencia económica y simplificación en tiempos de crisis y su relación con la Cohesión territorial. Con esta idea participaron en la reunión no sólo los representantes comunitarios sino también los países candidatos a la adhesión, el Comité de las Regiones, altos representantes del Banco Europeo de Inversiones, Comité Económico y Social Europeo, Fondo Europeo de Inversiones y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. El Comisario Hahn indicó que en el reparto de los fondos estructurales de cara a próximas convocatorias se deben tener en cuenta desafíos como la despoblación, el desarrollo demográfico o el desempleo de personas de más edad.
2. En la Reunión informal de ministros y altos representantes de Política Regional de la Unión Europea se puso de manifiesto la necesidad de simplificar el control y la gestión de fondos con el objetivo de no retrasar el desarrollo de los proyectos, sobre todo en un momento de crisis en el que la política regional europea debe contribuir a la prosperidad y a reducir la brecha existente entre diferentes zonas.
Por tener algunos datos, ya en rueda de prensa, el Comisario señaló que las 271 regiones de Europa requieren de soluciones adaptadas a sus necesidades, aunque siempre centradas en lo que llamó "puntos nucleares", que son:

· el crecimiento, 

· la eficacia energética,

·  la energía sostenible y su generación

· la mejora del nivel formativo de los ciudadanos, entre otros.

Apuntó que la política regional no es una "política caritativa", sino que debe prestar más atención a las regiones más necesitadas y a las que tienen más dificultades económicas, además de al desarrollo rural.

No obstante, el comisario consideró que también se deberá prestar atención en el futuro a las grandes ciudades, que "no se pueden dejar de lado" teniendo en cuenta que en ellas vive y trabaja el 80 por ciento de la población.

- Europa 2020: la Comisión propone una nueva estrategia económica para Europa
La Comisión Europea ha puesto en marcha el día 3 de febrero de 2010 la estrategia de Europa 2020 para salir de la crisis y preparar la economía de la Unión Europea de cara a la próxima década. La Comisión ha identificado tres motores clave del crecimiento que deberán ponerse en marcha a través de acciones concretas en el ámbito nacional y de la Unión Europea: crecimiento inteligente (impulsar el conocimiento, la innovación, la educación y la sociedad digital), crecimiento sostenible (fomentar una producción más eficiente en cuanto a los recursos a la vez que impulsar nuestra competitividad) y crecimiento integrador (aumentar la participación en el mercado de trabajo, la adquisición de cualificaciones y la lucha contra la pobreza).
En primer lugar, Europa debe extraer las enseñanzas de la crisis económica y financiera mundial. Nuestras economías están intrínsecamente relacionadas. Ningún Estado miembro puede enfrentarse eficazmente a los desafíos globales actuando en solitario. Somos más fuertes cuando trabajamos juntos, y una salida acertada depende, por lo tanto, de una estrecha coordinación de la política económica. Si no logramos hacer esto, el resultado podría ser una « década perdida » de declive relativo, frenos permanentes al crecimiento y altos niveles de desempleo estructural. La estrategia de Europa 2020 presenta, en consecuencia, una visión de la economía social de mercado de Europa en la próxima década y se basa en tres áreas prioritarias interrelacionadas que se refuerzan mutuamente:  

1. Crecimiento inteligente, desarrollando una economía basada en el conocimiento y la innovación;  

2. Crecimiento sostenible, fomentando de una economía de bajo nivel de carbono, eficiente en términos de recursos y competitiva;

3. Crecimiento integrador, estimulando una economía con un alto nivel de empleo que fomente la cohesión social y territorial.

El progreso hacia estos fines se medirá en función de cinco objetivos principales representativos en el ámbito de la Unión Europea que los Estados miembros deberán traducir en objetivos nacionales que reflejen los puntos de partida:
• el 75% de la población de 20 a 64 años de edad deberá tener empleo; 

• el 3% del PIB de la Unión Europea deberá invertirse en I+D; 

• se alcanzarán los objetivos « 20/20/20 » en el ámbito del clima/la energía; 

• la tasa de abandono escolar deberá ser inferior al 10% y por lo menos el 40% de los jóvenes deberá tener una cualificación o un diploma; 

• habrá 20 millones de personas menos expuestas al riesgo de la pobreza.
Para lograr estos objetivos, la Comisión propone la agenda Europa 2020, consistente en una serie de grandes iniciativas. La ejecución de estas iniciativas es una prioridad compartida, y la acción necesaria se deberá emprender a todos niveles: organizaciones de nivel comunitario, Estados miembros, autoridades locales y regionales.  

• La Unión de la innovación – reorientar la política en materia de I+D y de innovación en función de los principales desafíos, superando el desfase entre la ciencia y el mercado para convertir las invenciones en productos. A modo de ejemplo, la patente comunitaria ahorraría a las empresas 289 millones de euros anualmente;  

• Juventud en movimiento - aumentar la calidad y el atractivo internacional del sistema europeo de enseñanza superior a través de la movilidad de los estudiantes y los profesionales jóvenes. Una acción concreta sería el mayor acceso en toda Europa a los puestos vacantes en los Estados miembros y el reconocimiento adecuado de la experiencia y las cualificaciones profesionales;  

• Una agenda digital para Europa – aprovechar las ventajas económicas y sociales sostenibles derivadas de un mercado digital único basado en Internet de alta velocidad. Todos los europeos deberían tener acceso a Internet de alta velocidad en 2013;  

• Europa eficiente en términos de recursos – apoyar el cambio hacia una economía de bajo nivel de carbono y eficiente en términos de recursos. Europa debería centrarse en sus objetivos para 2020 en cuanto al consumo, el rendimiento y la producción de energía. El resultado sería una disminución de las importaciones de petróleo y gas de 60 000 millones en 2020; 

 • Una política industrial para el crecimiento verde - ayudar a la base industrial de la UE a ser competitiva en el mundo después de la crisis, promoviendo el espíritu empresarial y desarrollando nuevas capacidades. Así se crearían millones de puestos de trabajo nuevos;  

• Una agenda para las nuevas cualificaciones y puestos de trabajo - crear las condiciones para modernizar los mercados laborales con objeto de aumentar los niveles de empleo y asegurar la sostenibilidad de nuestros modelos sociales cuando se jubile la generación del baby-boom ; y  

• una Plataforma europea contra la pobreza – garantizar la cohesión económica, social y territorial ayudando a los pobres y los socialmente excluidos y permitiéndoles participar activamente en la sociedad.
La ambición de Europa 2020 significa que el liderazgo y la responsabilidad deberán situarse a un nuevo nivel. La Comisión pide a los Jefes de Estado y Gobierno que asuman la responsabilidad de esta nueva estrategia y la apoyen en el Consejo Europeo de primavera. También se reforzarán las funciones del Parlamento Europeo. Se reforzarán los métodos de gobernanza para asegurar que los compromisos se traduzcan en la acción eficaz sobre el terreno. La Comisión realizará el seguimiento de este proceso. Para mayor coherencia, la información y la evaluación en el marco de Europa 2020 y del Pacto de Estabilidad y Crecimiento (SGP) se realizarán simultáneamente (aunque seguirán siendo instrumentos diferentes). Esto permitirá que ambas estrategias persigan objetivos similares de reforma sin dejar de ser instrumentos separados.
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